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RESUMEN

En el contexto de la globalización económica, las cadenas globales de suministro (CGS) se
erigen actualmente como el principal paradigma de competitividad empresarial de ámbito trans-
nacional. Conscientes de la necesidad de encontrar fórmulas eficaces que tengan la virtualidad
de afrontar el reto de la sostenibilidad de este entramado productivo, desde diversas instancias
internacionales y europeas, pero también a nivel estatal, se han ido esbozando iniciativas nor-
mativas que, con distinto alcance, han tratado de atajar los efectos adversos sobre los derechos
humanos sociales y el medioambiente provocados por este modelo productivo. Desde esta pers-
pectiva, en el análisis del proceso evolutivo experimentado por tales iniciativas, merecen espe-
cial atención las recientes propuestas normativas que apuestan por el establecimiento de
obligaciones de diligencia debida para las EMN dirigidas a paliar los mencionados efectos. De
forma complementaria, sería conveniente explorar las potencialidades del diálogo social trans-
nacional en el desarrollo e implementación de las medidas arbitradas, máxime, si tenemos en
cuenta la existencia de instrumentos tan consolidados como los Acuerdos Marcos Internacio-
nales (AMI), negociados entre las Federaciones Sindicales Internacionales (FSI) y las EMN,
cuyo objeto es, precisamente, la preservación del trabajo decente y el respeto al medioambiente
en el ámbito transnacional, con especial incidencia en las CGS.
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ABSTRACT

In the context of economic globalization, global supply chains (GSC) are currently the main
paradigm of transnational business competitiveness. Aware of the need to find effective formulas
that have the potential to meet the challenge of the sustainability of this production network, from
international and European instances, but also at the national level, have been outlining regula-
tory initiatives that, with varying scope, have sought to address the adverse effects on social
human rights and the environment caused by this production model. From this perspective, in
the analysis of the evolutionary process undergone by such initiatives, the recent regulatory pro-
posals for the establishment of due diligence obligations for MNCs aimed at mitigating the afo-
rementioned effects deserve special attention. In a complementary manner, it would be advisable
to explore the potential of transnational social dialogue in the development and implementation
of these measures, especially if we take into account the existence of such consolidated instru-
ments as the International Framework Agreements (IFAs), negotiated between the Global Union
Federations (GUFs) and the MNCs, whose purpose is precisely the preservation of decent work
and respect for the environment in the transnational sphere, with special emphasis on the GSCs.

Palabras clave: Trabajo decente, protección medioambiental, cadenas globales de sumi-
nistro, desarrollo sostenible, obligaciones de diligencia debida, diálogo social transnacional,
acuerdos marco internacionales.

Key words: Decent work, environmental protection, global supply chains, sustainable deve-
lopment, due diligence obligations, transnational social dialogue, international framework agre-
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1. INTRODUCCIÓN

La formulación del concepto de trabajo decente tiene como finalidad condensar el conjunto
de objetivos vinculados al respeto y preservación de un estándar internacional integrado por un
elenco de derechos laborales básicos que, al estar íntimamente conectados con la dignidad hu-
mana, han de considerarse irrenunciables. Junto a la protección medioambiental, supone, por
tanto, un referente obligado para lograr un progreso económico sostenible que, en esencia, im-
plica asumir la inviabilidad del modelo neoliberal hasta ahora imperante, basado en la maximi-
zación de beneficios como único objetivo y, consecuentemente, en la desregulación de los
mercados financieros, comerciales y laborales, como presupuesto necesario a tales efectos.

El actual contexto mundial, marcado por las consecuencias de la pandemia y la crisis inter-
nacional vinculada a la guerra de Ucrania, ha puesto en cuestión la hegemonía de tales dogmas
neoliberales e, incluso, la propia globalización económica como modelo referencial inmutable,
hasta el punto de que, actualmente, se constata la existencia de un punto de inflexión al res-
pecto, que surge ante la necesidad de afrontar las notables carencias que han ido aflorando y
que, en última instancia, se revelan como inherentes a dicho modelo1. De este modo, se habla
ahora de apostar por una «nueva globalización», consistente en una reformulación de los pre-
supuestos y condicionantes del modelo económico con el objetivo de encontrar vías adecuadas
para la superación de las mencionadas deficiencias. Entre ellas, destacan especialmente las
que tratan de incidir en las fórmulas mediante las que se ha canalizado la deslocalización y frag-
mentación de los procesos productivos, es decir, las cadenas globales de suministro (CGS),
estructuras organizativas complejas, de dimensión transnacional, cuyo objeto es llevar a cabo
el conjunto de las fases en la que se desglosa la actividad económica de las EMN hasta la
puesta a disposición de bienes y servicios en el mercado de consumidores.
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1 Un análisis de los efectos de este nuevo contexto sobre el relanzamiento del proyecto europeo, en SANAHUJA,
J. A., «El Pacto Verde, NextGenerationEU y la nueva Europa geopolítica», Documento de Trabajo, 63, Fundación
Carolina, 2022.
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En cualquier caso, con independencia del alcance de las medidas que se adopten a la hora
de afrontar la redefinición del tradicional modelo productivo (relocalizaciones en zonas geográ-
ficas próximas, acortamiento de las cadenas), la centralidad de las CGS en el diseño de las es-
trategias empresariales de las multinacionales (EMN) difícilmente será objeto de
cuestionamiento. No en vano, constituyen el principal mecanismo que utilizan las mismas para
lograr sus propósitos de optimizar beneficios y reducir riesgos y responsabilidades, obteniendo
ventajas competitivas directamente vinculadas al ahorro de costes sociales y medioambientales.
Como dato significativo para ilustrar esta realidad, baste consignar el hecho de que las EMN
solo emplean de forma directa un 6 % de la fuerza de trabajo que interviene en sus respectivos
procesos productivos. Por otra parte, como ejemplo paradigmático de la magnitud del ahorro
de costes para las EMN derivado de la deslocalización, en el caso concreto de la producción
de semiconductores (chips), uno de los componentes neurálgicos de la industria a nivel mundial,
la reducción se estima en torno al 70 % respecto de lo que supondría la fabricación propia, lo
que, desde luego, no es baladí si tenemos en cuenta que el valor del mercado de estos micro-
procesadores alcanzó en el año 2021 la cifra de 555.900 millones de dólares2.

Puede decirse, por tanto, que las CGS seguirán siendo el principal paradigma de competiti-
vidad empresarial de ámbito transnacional, hasta el punto de constituir, como acertadamente
se ha señalado, «el sistema nervioso central de la economía mundial»3, como lo atestigua el
hecho de que llegan a representar el 66 % del comercio global de «bienes intermedios», con-
centrando la quinta parte del empleo del planeta.

Constatada la dimensión del fenómeno en términos cuantitativos, no es posible hacer abs-
tracción de su indudable repercusión sobre la economía global, constatándose, no obstante, la
existencia de posturas encontradas al respecto, ya que, si bien, se destaca su contribución al
desarrollo económico, incidiendo especialmente, en la generación de ingresos y el bienestar de
los países emergentes, no puede eludirse, sin embargo, que estamos ante un entramado orga-
nizativo que se asienta sobre el incumplimiento de los estándares internacionales de protección
laboral y medioambiental en los países donde se ubican los eslabones de las CGS. En otras
palabras, la clave de bóveda de este sistema viene dada por las ventajas competitivas asociadas
a los desiguales niveles de protección jurídica de los derechos humanos y del medioambiente
(dumping social y medioambiental) entre dichos países que, a su vez, utilizan dicho elemento
como principal baza competitiva para atraer inversiones de capital de las EMN.

En el contexto de una economía globalizada e interdependiente, los efectos perniciosos de
este fenómeno (explotación laboral, trabajo infantil, ausencia de medidas de prevención de ries-
gos laborales, vulneración de derechos laborales fundamentales, daños medioambientales) no
sólo se proyectan sobre los países donde están deslocalizadas las diferentes fases de la pro-
ducción de las EMN, sino que acaban afectando a la calidad del empleo global. En efecto, al
generar una dinámica basada en la competencia a la baja a nivel global, los países desarrollados
se ven forzados a reducir los niveles de protección laboral (vinculados al modelo del Estado del
Bienestar) para favorecer la competitividad de sus empresas, con el resultado, ya conocido, de
provocar el empobrecimiento y la precarización de las clases medias trabajadoras, agudizando
la problemática de los «trabajadores pobres»4, fenómeno que aqueja especialmente a nuestro
país, donde se constata, cada vez con mayor crudeza, que tener un empleo no siempre garan-
tiza vivir con dignidad.
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2 DÍAZ CARDIEL, J., «La guerra de los chips», Cinco Días, 01/03/2022.
3 MARTÍNEZ-ZARZOSO, I., «Desigualdad y cadenas globales de valor», El País (Negocios), 08/05/2022, que
pone de relieve la magnitud del fenómeno, destacando el hecho de que las cadenas mundiales de suministro
están integradas actualmente por unas 65.000 EMN y 850.000 empresas afiliadas (subcontratistas, proveedo-
res...).
4 Sobre este fenómeno, vid. los interesantes estudios de STANDING, G. El precariado. Una nueva clase social,
Pasado y Presente, Madrid, 2013; y de HERNÁNDEZ, E., El fin de la clase media, Clave intelectual, Madrid, 2014.

DL entera 128_Maquetación 1  29/05/23  13:14  Página 17



En suma, como ya se apuntaba en la Declaración de Filadelfia relativa a los objetivos y fines
de la OIT, reafirmando uno de sus principios constitutivos fundamentales, «la pobreza, en cual-
quier lugar, constituye un peligro para la prosperidad de todos»5. Es decir, estamos inmersos
en una problemática de dimensión global que, de forma acelerada, genera una dinámica de in-
cremento progresivo de la desigualdad social entre los países y dentro de cada uno de ellos
que, indefectiblemente, abocan a la insostenibilidad del modelo productivo, a tenor de las ne-
gativas consecuencias que proyecta en esferas tan relevantes como el respeto a los derechos
humanos laborales o la protección medioambiental.

Por todo ello, conscientes de la necesidad de encontrar fórmulas eficaces que tengan la vir-
tualidad de afrontar el reto de la sostenibilidad de este entramado productivo, desde diversas
instancias internacionales y europeas, pero también a nivel estatal, se han ido esbozando ini-
ciativas normativas que, con distinto alcance, han tratado de atajar la mencionada problemática.
Todas ellas, no obstante, parten del presupuesto de que cualquier solución ha de tener una di-
mensión transnacional y, desde luego, han de girar en torno a la responsabilidad de las EMN,
que son, sin duda, los grandes protagonistas y beneficiarios del escenario económico global. 

Desde esta perspectiva, en el análisis del proceso evolutivo experimentado por tales inicia-
tivas, merecen especial atención las recientes propuestas normativas que apuestan por el es-
tablecimiento de obligaciones de diligencia debida para las EMN. Por otra parte, sería
conveniente explorar las potencialidades del diálogo social transnacional en el desarrollo e im-
plementación de las medidas arbitradas, máxime, si tenemos en cuenta la existencia de instru-
mentos tan consolidados como los Acuerdos Marcos Internacionales (AMI), negociados entre
las Federaciones Sindicales Internacionales (FSI) y las EMN, cuyo objeto es, precisamente, la
preservación de los derechos laborales fundamentales y el respeto al medioambiente en el ám-
bito transnacional, con especial incidencia en las CGS6. Entre las ventajas asociadas a este
instrumento convencional, hay que subrayar que, además de articular la imprescindible impli-
cación de los actores principales de las relaciones de producción a escala global, los AMI más
recientes se caracterizan por experimentar un progresivo enriquecimiento de sus contenidos,
destacando la incorporación de medidas vinculadas con las obligaciones de diligencia debida
establecidas en las legislaciones nacionales, así como el perfeccionamiento de mecanismos
de control aplicativo de los compromisos asumidos.

2. PRINCIPALES INICIATIVAS Y ACCIONES NORMATIVAS ADOPTADAS PARA LA PRO-
TECCIÓN DEL TRABAJO DECENTE EN LAS CADENAS GLOBALES DE SUMINISTRO

Como hemos apuntado, la consecución de los objetivos vinculados al trabajo decente a nivel
mundial ha de pasar, necesariamente, por la regulación de las relaciones laborales en las CGS,
habida cuenta de la dimensión del fenómeno, en términos cuantitativos y cualitativos, y su in-
evitable proyección sobre la calidad del empleo global. Consecuentemente, sólo mediante una
intervención decidida en este sentido sería posible atajar, tanto la ausencia de garantías sobre
la existencia de condiciones de trabajo decente en los países emergentes o en vías de des-
arrollo, como la progresiva precarización y empobrecimiento del trabajo asalariado en los países
desarrollados.

A tales efectos, una vez constatada la inoperancia de los tradicionales instrumentos de tutela,
heterónomos o autónomos, diseñados a escala estatal para hacer frente a una problemática de
dimensión transnacional, es preciso acuñar nuevas fórmulas de regulación con capacidad para
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5 Declaración relativa a los fines y objetivos de la Organización Internacional del Trabajo (Declaración de Fi-
ladelfia), de 10 de mayo de 1994, p. c) (https://www.ilo.org/legacy/spanish/inwork/cb-policy-guide/declaracion-
defiladelfia1944.pdf).
6 Un análisis desde esta perspectiva, destacando la creciente asunción de compromisos medioambientales en
los AMI, en CORREA CARRASCO, M., «Transición ecológica y diálogo social transnacional: el papel de los Acuer-
dos Marco Internacionales», Revista de Trabajo y Seguridad Social (CEF), n.º 469, 2022, pp. 155-183.
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incidir en esta compleja y diversa realidad. En cualquier caso, toda medida que se pretenda
adoptar al respecto requiere de una gobernanza global, necesariamente, ha de contar con la
implicación de las propias EMN, presupuesto imprescindible para superar las reticencias exis-
tentes al respecto, tanto de los países en desarrollo, impelidos por la necesidad de atraer inver-
siones a toda costa, como de los desarrollados, que han optado, de forma generalizada y
acrítica, por la vía de la desregulación de las relaciones laborales y el desmantelamiento del
estado del bienestar para sostener la competitividad de sus empresas.

Partiendo de tales premisas, han sido múltiples y variadas las iniciativas adoptadas en el
plano internacional para tratar de buscar fórmulas que permitan garantizar el cumplimiento de
los estándares universales de protección laboral en los países donde se ubican los distintos es-
labones de las CGS. En el ámbito de Naciones Unidas, cabe mencionar el llamado Pacto Mun-
dial (UN Global Compact), adoptado en el año 2000, donde se aprecia un notable interés por
tratar de paliar los efectos negativos que la globalización económica proyecta sobre los derechos
laborales fundamentales y el medioambiente. Prueba de ello es que, de los diez principios que
aparecen enunciados en su contenido, cuatro se refieren específicamente al ámbito laboral7 y
tres, a la protección medioambiental8 (principios 7, 8 y 9). Hay que subrayar que sus principales
destinatarios son las EMN, a las que se les conmina para que apliquen sus contenidos «dentro
de su ámbito de influencia», lo que, indudablemente, abarcaría a sus respectivas CGS.

En la misma línea, es preciso destacar la adopción, por parte del Comité de Derechos Hu-
manos de Naciones Unidas, de los Principios Rectores sobre las empresas y los Derechos Hu-
manos (2011)9, instrumento que constituye el marco de referencia obligado para el conjunto de
acciones normativas llevadas a cabo con posterioridad en esta materia, siendo especialmente
relevante su reflejo en el contenido de los AMI. Las medidas que contempla se articulan en tres
ejes principales: la obligación de las empresas (especialmente, de las EMN) de respetar los de-
rechos humanos en el desarrollo de su actividad productiva; la obligación de los Estados de es-
tablecer instrumentos eficaces de protección jurídica frente a las violaciones de los derechos
humanos perpetradas por terceros, incluidas las empresas; y la necesidad de facilitar el acceso
de las víctimas a procedimientos de reclamación judiciales o extrajudiciales.

Como no podría ser de otra manera, dada su trascendencia, el respeto a los derechos hu-
manos en el trabajo y la protección medioambiental aparecen consignados entre los Objetivos
de Desarrollo Sostenible (ODS, Agenda 2030)10, con referencias explícitas entre sus metas a la
eliminación del trabajo infantil, la esclavitud laboral, la discriminación en el empleo, o a la pre-
servación de la seguridad y salud en el trabajo, así como la lucha contra el cambio climático y
el deterioro del medioambiente. Ciertamente, no se trata de forma expresa la problemática sin-
gular planteada por las CGS, pero ello no empece su aplicación a este ámbito específico, al
constituir el principal foco en el que se suscita la problemática apuntada. 

Partiendo de las limitaciones inherentes a las soluciones de carácter voluntario (sotf law),
recientemente, se percibe una apuesta decidida por instrumentos más incisivos, con capacidad
de hacer efectiva la protección jurídica de los derechos humanos laborales en el marco de la
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7 Concretamente, la libertad de asociación y sindical y el derecho a la negociación colectiva (principio n.º 3), la eli-
minación del trabajo forzoso y obligatorio (principio n.º 4), la abolición de cualquier forma de trabajo infantil (prin-
cipio n.º 5) y la eliminación de la discriminación en materia de empleo y ocupación (principio n.º 6).
8 Se trata de los principios n.º 7: Las empresas deberán mantener un enfoque preventivo que favorezca el me-
dioambiente; n.º 8: Las empresas deben fomentar las iniciativas que promuevan una mayor responsabilidad am-
biental; y n.º 9: Las empresas deben favorece el desarrollo y la difusión de las tecnologías respetuosas con el
medioambiente.
9 ONU, Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos (CDH, Res. 17/4, de 16 de junio de
2011).
10 ONU, Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible (Res. Asamblea General de Naciones Unidas, 70.º Periodo
de Sesiones, de 25 de septiembre de 2015.
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economía global. Es el caso, señaladamente, del Instrumento jurídicamente vinculante para las
empresas transnacionales y otras empresas en materia de derechos humanos, cuyos trabajos
preparatorios en el seno del Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas se iniciaron
en el año 2014. El grupo de trabajo intergubernamental creado a tales efectos por la Resolución
26/9 (2014) del Consejo de Derechos Humanos, ha desarrollado su actividad en diversas reu-
niones mantenidas en los últimos años, donde se han puesto de manifiesto las discrepancias
existentes al respecto, centradas, básicamente, en torno a la eventual puesta en peligro de las
inversiones extranjeras o al hecho de que pueda socavarse la soberanía de los Estados. Final-
mente, se ha celebrado en 2020 la sexta sesión del mismo, donde han continuado las negocia-
ciones sobre la base del «segundo borrador revisado»11. A tenor de su contenido, se trata, sin
duda, de un proyecto ambicioso, ya que se su alcance se formula en términos omnicomprensi-
vos, siendo aplicable «a todas las violaciones de los derechos humanos ocurridas en el contexto
de toda actividad empresarial de carácter transnacional» (art. 3). Es decir, abarcaría a «todas
las actividades económicas con fines de lucro, entre otras, las actividades productivas o comer-
ciales, realizadas por una persona física o jurídica, incluidas las efectuadas por medios electró-
nicos, que tengan lugar en dos o más jurisdicciones nacionales o entrañen acciones, personas
o impactos en dichas jurisdicciones» (art. 4.2). 

En la misma línea, pero con un carácter menos incisivo, se han adoptado iniciativas de in-
terés por parte de otras instancias internacionales, como la OCDE, destacando la publicación
en su seno de las llamadas Líneas Directrices para Empresas Multinacionales (2011) y, más
recientemente, la Guía sobre diligencia debida para una Conducta Empresarial Responsable
(2018)12.

Finalmente, como no podría ser de otra manera, la problemática en cuestión ha sido profu-
samente abordada por la OIT, que ha desempeñado un relevante papel en la búsqueda de los
consensos necesarios para avanzar en la regulación de la misma. En este sentido, constituye
un referente obligado (como revela su presencia generalizada en el contenido de la gran mayoría
de AMI) la Declaración relativa a los Principios y Derechos Fundamentales en el trabajo, adop-
tada en 1998 (en la reunión 86.ª de la Conferencia Internacional del Trabajo, CIT), recientemente
modificada (en la reunión 110.ª de la CIT, celebrada en junio de 2022 ), para incluir el derecho
a un entorno seguro y saludable al listado contenido en la misma (libertad sindical, negociación
colectiva, abolición del trabajo forzoso e infantil y eliminación de toda discriminación en materia
de empleo y ocupación).  Igualmente, por su valor referencial, destaca la Declaración tripartita
sobre las empresas multinacionales y la política social (2017), donde ya se aborda de forma
más directa el papel que deben desempeñar las EMN a la hora de atajar las implicaciones so-
ciales y medioambientales de su actividad económica; o el informe El diálogo social como motor
e instrumento de gobernanza del desarrollo sostenible (2017), elaborado conjuntamente con la
CSI, donde se pone de relieve la necesaria intervención de los interlocutores sociales en dicho
proceso, con el fin de mejorar las perspectivas de futuro y lograr los objetivos vinculados al tra-
bajo decente14. Es previsible, no obstante, que la problemática específica planteada por las CGS
sea objeto de una regulación más incisiva, al estar actualmente es estudio la posibilidad de ela-
borar un Convenio que garantice la aplicación de los Derechos Fundamentales del Trabajo en
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11 Disponible en:
https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/HRBodies/HRCouncil/WGTransCorp/Session6/OEIGWG_Chai
r-Rapporteur_second_revised_draft_LBI_on_TNCs_and_OBEs_with_respect_to_Human_Rights.pdf
12 Disponible en: https://mneguidelines.oecd.org/Guia-de-la-OCDE-de-debida-diligencia-para-una-conducta-em-
presarial-responsable.pdf
13 Disponible en:
https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/---
declaration/documents/normativeinstrument/wcms_716596.pdf
14 Vid. al respecto, el Informe OIT, Trabajar para un futuro más prometedor. Comisión Mundial sobre el Futuro del
Trabajo (Ginebra, 2019).
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dicho ámbito, sobre la base de las conclusiones contenidas en el Informe OIT sobre Trabajo
Decente en las Cadenas Mundiales de Suministro, adoptado en la reunión 105.ª de la CIT, ce-
lebrada en 2016. 

Circunscritos ya al ámbito europeo, las iniciativas más reseñables, además de la Recomen-
dación sobre los Derechos Humanos y las Empresas adoptada por el Consejo de Europa en
2016, corresponde hasta ahora al Parlamento Europeo, en cuyo seno se han elaborado, al am-
paro de lo previsto en el art. 21 TUE (obligado respeto a los principios de la Carta de Naciones
Unidas en la acción exterior de la UE), varias resoluciones de interés para el abordaje específico
de la problemática planteada. De este modo, hay que tomar como punto de partida el contenido
de la Resolución del Parlamento Europeo de 25 de octubre de 2016, sobre responsabilidad de
las empresas por violaciones graves de los derechos humanos en terceros países
(2015/2315(INI))15, donde, de forma expresa, se pone de relieve que «las iniciativas no vincu-
lantes para la gestión responsable de la cadena de suministro» suponen un paso importante,
pero insuficiente «por sí solas» para atajar el problema  y, por tanto, se hace un llamamiento a
la Comisión para que se establezca «urgentemente normas vinculantes, y la sanciones corres-
pondientes, así como mecanismos de supervisión independientes» (p. 28).

Del mismo modo, incidiendo en esta idea pero avanzando en el grado de concreción de las
acciones y medidas que sería necesario acometer, resulta de interés la Resolución del Parla-
mento Europeo de 12 de septiembre de 2017, sobre el impacto del comercio internacional y las
políticas comerciales de la Unión en las cadenas de valor mundiales (2016/2301(INI))16, en la
que se reitera la petición anterior con el propósito de que se «garanticen que las grandes em-
presas y sus subcontratistas que operan en su cadena de suministro en la jurisdicción de los
Estados miembros, así como en terceros países, identifiquen, eviten, mitiguen los efectos noci-
vos en los derechos humanos y en el medioambiente, y se responsabilicen de los mismos, en
todas sus operaciones y cadenas de valor, allí donde tengan lugar, que también se adopten me-
didas mediante la creación de normas vinculantes y la eliminación de obstáculos existentes a
la justicia en los asuntos presentados ante los tribunales de los Estados miembros por presuntos
abusos de los derechos humanos cometidos por empresas con vínculos con la Unión» (p. 9).

Siguiendo esta línea evolutiva, tendencialmente dirigida a dotar de un carácter más incisivo
a las iniciativas emprendidas en la materia, hay que destacar el contenido de la Resolución del
Parlamento Europeo de 4 de octubre de 2018, sobre la contribución de la Unión a un instrumento
vinculante sobre las empresas transnacionales y otras empresas con características transna-
cionales con respecto a los derechos humanos ((2018/2763(RSP))17. La importancia de este
instrumento radica en la toma de consciencia de la necesidad de la UE de intervenir de forma
decidida en una problemática, la relativa a la protección de los derechos humanos y el me-
dioambiente en el desarrollo de las actividades económicas transnacionales, en la que se han
mostrado ineficaces los mecanismos de corte voluntario basados en la RSE. Por tanto, partiendo
de la premisa de que «la Unión es una potencia tanto normativa como económica» y que, «como
tal, debe encabezar la difusión de buenas prácticas y la elaboración de normas mundiales»
(Cdo. B), debe involucrase plenamente en «la ejecución de la Agenda 2030» que «conlleva que
el desarrollo económico vaya de la mano de la justicia social, la buena gobernanza, y el respeto
de los derechos humanos, incluidos los derechos sociales y el derecho a la dignidad humana y
la libertad para todos, así como de normas laborales y medioambientales exigentes» (Cdo. C).
El cumplimiento de tales propósitos debe girar en torno al concepto de obligaciones de diligencia
debida y ha de pasar, necesariamente, por la implicación de los Estados, que deben garantizar
el cumplimiento de las mismas por parte de las empresas domiciliadas en sus respectivos terri-
torios en aquellos terceros países donde se ubiquen las CGS (Cdo. F).
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15 Disponible en: https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52016IP0405&from=ES
16 Disponible en: https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/A-8-2017-0269_ES.html
17 Disponible en: https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/TA-8-2018-0382_ES.html
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El relevante papel que corresponde a los Estados a la hora de garantizar el respeto a los
derechos humanos laborales en el desarrollo transnacional de los procesos productivos de sus
EMN, supliendo las carencias al respecto de los países (emergentes o, en vías de desarrollo)
en los que se ubican los distintos eslabones de las CGS, no ha sido objeto de un cuestiona-
miento generalizado por parte de aquellos. Antes, al contrario, el proceso evolutivo descrito en
el marco internacional se ha desarrollado, de forma paralela, al que ha discurrido en el plano
nacional, donde destaca la adopción de significativas acciones normativas dirigidas a lograr el
mencionado propósito.

En este sentido, tomando como precedente la Transparency in Supply Chains Act adoptada
en California en el año 2010, en el ámbito europeo se han promulgado leyes de diligencia debida
en un importante elenco de países, como es el caso del Reino Unido (Modern Slavery Act,
2015), Francia (Loi n.º 2017-399, relative au devoir de vigilance des sociétés mères et des en-
treprises donneuses d’ordre), Alemania (Ley de 16/07/2021, sobre diligencia debida de las em-
presas respecto de las cadenas de suministro), Países Bajos (Ley de Diligencia Debida en
Trabajo Forzoso Infantil, 2019) y Noruega (Ley de Transparencia Empresarial y Trabajo sobre
Derechos Humanos Básicos y Condiciones de Trabajo Decente, 2021)18. En la misma línea,
cabe consignar la tramitación de proyectos de ley en otros países (como Canadá, Suiza, Austria,
Luxemburgo y Finlandia), entre los que se encuentra España, donde, con el mismo propósito,
ya se han iniciado los trámites por parte del Ministerio de Asuntos Sociales y Agenda 2030 para
la elaboración del correspondiente Anteproyecto de ley sobre protección de los derechos hu-
manos, de la sostenibilidad y de la diligencia debida en actividades empresariales transnacio-
nales (2022)19.

En definitiva, el panorama descrito arroja una inequívoca voluntad de acometer el estable-
cimiento de soluciones efectivas para la tutela del trabajo decente y del medioambiente en el
desarrollo de la actividad económica transnacional llevada a cabo por las EMN, singularmente,
en el ámbito de las CGS. Se trata, por tanto, de un conjunto de iniciativas reguladoras que se
inscriben en el contexto de la llamada «nueva globalización», caracterizado por el cuestiona-
miento de los estrictos dogmas neoliberales, una vez que se ha verificado la incapacidad del
mercado desregulado para garantizar un desarrollo económico sostenible. De este modo, la pri-
macía de la eficiencia económica bajo el parámetro exclusivo de la optimización de beneficios
cede paso a la incorporación de criterios éticos ligados a la protección de intereses generales
de carácter irrenunciable, como el respeto a los derechos humanos y la protección medioam-
biental. En suma, el cumplimiento de los objetivos vinculados al desarrollo sostenible pasa in-
exorablemente por la imbricación entre trabajo decente y protección medioambiental en el
diseño de los mecanismos de tutela, al ser las esferas que resultan especialmente concernidas
por el actual modelo productivo.

Este cambio de paradigma en favor de la necesaria regulación de la actividad económica,
que tiene como presupuesto la superación de la interesada asimilación entre globalización y
desregulación (ya denunciada en su día por su evidente sesgo ideológico20),  ha sido espoleado,
además, por las exigencias planteadas por las sucesivas crisis globales que venimos pade-
ciendo (pandemia, guerra de Ucrania, crisis energética) que han magnificado las carencias del
modelo de crecimiento tradicional, entre ellas, las asociadas a la idoneidad de las CGS como
eje principal de los procesos productivos implantados por las EMN, hasta el punto de que se
aprecia una reformulación de dicho modelo, donde la idea de la deslocalización se sustituye
por la llamada «recolocación» y se apuesta de forma generalizada por un acortamiento de las
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18 Para un análisis comparado al respecto, vid. LANTARÓN BARQUÍN, D., «La tutela de los derechos humanos
en las cadenas de suministro: conclusiones a partir de una lectura comparada de las legislaciones estatales an-
glosajonas y continentales», Trabajo y Derecho, n.º 14, 2021.
19 Vid. el trámite de Consulta pública previa (que finalizó el pasado 3 de marzo) en:
https://www.mdsocialesa2030.gob.es/agenda2030/documentos/220208- consulta-publica-definitiva.pdf
20 Vid. al respecto el lúcido análisis de FORRESTER, V., Una extraña dictadura, Anagrama, Barcelona, 2001.
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CGS para favorecer la proximidad y tratar de evitar los inconvenientes derivados de la falta de
suministros industriales.

Se constata, por tanto, un tránsito hacía fórmulas más incisivas, una vez que se ha verificado
la insuficiencia de las de carácter unilateral y voluntario (soft law) y la pérdida de credibilidad de
los mecanismos de control aplicativo para afrontar la problemática planteada. El objetivo final
de las mismas no es únicamente establecer obligaciones a cargo de las EMN, sino garantizar
su aplicación extraterritorial en cualquiera de los países donde se ubiquen los distintos eslabo-
nes de la CGS. 

3. LA PROPUESTA DE DIRECTIVA SOBRE DILIGENCIA DEBIDA DE LAS EMPRESAS EN
MATERIA DE SOSTENIBILIDAD: SIGNIFICADO Y ALCANCE

La culminación del proceso descrito que, como hemos señalado, viene marcado por un claro
viraje desde la voluntariedad hacia la obligatoriedad en la formulación de los mecanismos de
tutela, viene representada, hasta ahora, por la reciente Propuesta de Directiva de Diligencia
Debida de las empresas en materia de sostenibilidad, adoptada el 23 de febrero de 202221. Se
trata de una iniciativa de indudable interés para el tema que nos ocupa, la preservación del tra-
bajo decente en las CGS22, y trae causa de las recomendaciones contenidas en la Resolución
del Parlamento Europeo, de 20 de marzo de 2021, sobre Diligencia Debida de las empresas y
responsabilidad corporativa23, aunque se aprecian sensibles diferencias en el contenido de uno
y otro documento24, especialmente, en lo que se refiere al alcance de las medidas contempladas
y al papel asignado al diálogo social en el cumplimiento de los propósitos enunciados, aspectos
que han experimentado importantes retrocesos en la PDDD.

En cualquier caso, el contenido de la misma toma como referente el conjunto de iniciativas
anteriormente adoptadas, tanto las de alcance general (ya señaladas), como otras de carácter
sectorial y de dimensión europea promulgadas en materia de diligencia debida25, con el objetivo
de avanzar en la adopción de un instrumento más incisivo, de carácter vinculante, para la pro-
tección del trabajo decente y el medioambiente frente a los impactos adversos de las actividades
empresariales desarrolladas por las EMN26. Desde esta perspectiva, «la diligencia debida debe
entenderse como la obligación de un compromiso de adoptar todas las medidas proporcionadas
y acordes, y de esforzarse dentro de sus posibilidades para evitar que los impactos adversos
en los derechos humanos, el medioambiente o la buena gobernanza en sus cadenas de valor,
y de abordar tales impactos cuando se produzcan», sin que, por otra parte, quepa «trasferir las
obligaciones de diligencia debida a los proveedores» (Cdo. 20 RPDD).
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21 Disponible en:
https://eur-lex.europa.eu/resource.html?uri=cellar:bc4dcea4-9584-11ec-b4e4-01aa75ed71a1.0006.02/DOC_1&for-
mat=PDF
22 Interés que, como no podrías ser de otra manera, ha encontrado su correspondiente reflejo en la doctrina ius-
laboralista, como revelan los estudios contenidos en la reciente obra, SANGUINETI RAYMOND, W. y VIVERO
SERRANO, J. B., Dirs., Diligencia debida y trabajo decente en las cadenas globales de valor, Aranzadi, Cizur
Menor, 2022.
23 Disponible en: https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/TA-9-2021-0073_ES.pdf
24 Un estudio al respecto, en GUAMÁN HERNÁNDEZ, A., «El borrador de Directiva sobre diligencia debida de las
empresas en materia de sostenibilidad. Un análisis a la luz de las normas estatales y de la propuesta del Parla-
mento Europeo», Trabajo y Derecho, n.º 8, 2022.
25 Es el caso, señaladamente, del Reglamento (UE) 995/2010, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de
octubre de 2010, por el que se establecen las obligaciones de los agentes que comercializan madera y productos
de la madera; y del Reglamento (UE) 2017/821, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de mayo de 2017,
por el que se establecen obligaciones en materia de diligencia debida en la cadena de suministro por lo que res-
pecta a los importadores de la Unión de estaño, tantalio y wolfranio, su minerales y oro originarios de zonas de
conflicto o de alto riesgo.
26 Destacando la estrecha vinculación entre ambas esferas, vid. Cdo. 22 RPDD.
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Ciertamente, como se ha apuntado, ello supone una reafirmación del papel de la UE como
«potencia normativa», además de económica, y del consecuente protagonismo que debe asumir
en «la elaboración de normas mundiales»27. Pero, en el fondo, la intervención de la UE no deja
de ser una reacción frente al proceso legislativo que, de forma generalizada, se estaba des-
arrollando a nivel estatal28. En efecto, en la medida en que dicho proceso podría acabar afec-
tando a la libertad de establecimiento, uno de los principales pilares del modelo económico
europeo, era preciso proporcionar una respuesta armonizada en el conjunto de la UE que tu-
viese la virtualidad de garantizar la seguridad jurídica y la igualdad de condiciones de las em-
presas, evitando prácticas de competencia desleal que, a la postre, perjudicaran a las empresas
cumplidoras.

El contenido de la PDDD se asienta en los presupuestos de los que partían de sus antece-
dentes, principalmente en lo que se refiere a la plena asunción de la idea de la sostenibilidad,
de modo que se considera ineludible que el desarrollo económico debe ir de la mano de «normas
laborales y medioambientales exigentes»29. Del mismo modo, se ha de tener presente que las
obligaciones en materia de derechos humanos corresponden a los Estados, aunque no sean
directamente responsables de las violaciones cometidas por agentes privados o cuando estos
no adopten «la diligencia debida correspondiente para prevenir, investigar, sancionar y corregir»
tales abusos30. Consecuentemente, los Estados deben garantizar que «todas las empresas do-
miciliadas en su territorio o ámbito de competencia territorial respetan los derechos humanos
en todas las operaciones, también en sus filiales y empresas controladas a lo largo de su cadena
de suministro en todo el mundo»31.

Para cumplir con estos propósitos, se establecen un conjunto de obligaciones para las em-
presas que operan en la UE32 que tienen por objeto identificar, prevenir y mitigar las violaciones
de los derechos humanos en el trabajo y los perjuicios medioambientales. Además de este con-
junto de «obligaciones de medios», se establecen deberes específicos dirigidos a los adminis-
tradores, entre los que destaca un deber de lealtad en la adopción de decisiones que afecten a
los derechos humanos o al medioambiente (las infracciones del mismo serán objeto de sanción
por los Estados); y un deber de velar por el cumplimiento de las obligaciones de diligencia de-
bida, informando al consejo de administración sobre tales aspectos.

Por otra parte, otro de los aspectos destacables se refiere el hecho de que se arbitre la po-
sibilidad de reclamaciones de responsabilidad por daños ocasionados (sanción y reparación),
eliminando los obstáculos que, habitualmente, impiden a las víctimas el acceso a la justicia.

Finalmente, además de las anteriores, se establecen obligaciones específicas dirigidas a la
lucha contra el cambio climático, que, básicamente, consisten en la adopción de un plan para
garantizar que el modelo de negocio es compatible con los objetivos del desarrollo sostenible y
con el límite del calentamiento global (cifrado, como es sabido, en 1,5 ºC, en aplicación del
Acuerdo de París).
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27 Cdo. B de la, ya mencionada, Res. Parlamento Europeo, de 4 de octubre de 2018, sobre la contribución de la
Unión a un instrumento vinculante de las Naciones Unidas sobre las empresas transnacionales y otras empresas
con características transnacionales con respecto a los derechos humanos (RPEIV).
28 Así, de forma explícita, vid. Cdo. N RPEIV, donde se pone de relieve que «la multitud de iniciativas legislativas
nacionales podría generar una desigualdad de condiciones ineficaz e injusta dentro de la Unión».
29 Cdo. C RPEIV. 
30 Cdo. D RPEIV.
31 Cdo. F RPEIV.
32 Es decir, incluye tanto a las que se han constituido en la UE como las que, aun habiéndose constituido fuera de
la UE (terceros países), tenga un determinado nivel de negocio (medido en términos de facturación neta) en su
territorio (art. 2 PDDD).
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A efectos de determinar su ámbito de aplicación, se tienen en cuenta umbrales numéricos
referidos al número de empleados, la facturación, así como la incidencia de la actividad econó-
mica en sectores identificados como de «alto impacto» (textil, calzado, agrícola, pesquero, ali-
mentario, minero, metalúrgico e hidrocarburos). En este sentido, se aprecia una notable
restricción del alcance aplicativo de las medidas contempladas, ya que, a diferencia de las pre-
visiones contenidas al respecto en la RPDD, se excluyen a empresas de mediana o pequeña
dimensión, sin que, por otra parte, se justifique la no inclusión de otros sectores de alto impacto
medioambiental como el transporte, la energía o la construcción e infraestructuras33. Sería con-
veniente, por tanto, efectuar las oportunas correcciones en el trámite de aprobación definitiva
de la norma, sin llegar a tener que hacer uso posteriormente de la posibilidad contemplada en
la misma de revisar su contenido y extender el ámbito aplicativo de la misma a otros sectores
que sean considerados de riesgo.

Lo mismo cabe decir, por otra parte, en relación con los criterios numéricos utilizados, de
forma acumulativa, en la determinación de su ámbito aplicativo (número de trabajadores y vo-
lumen de facturación), ya que los elevados umbrales contemplados al respecto, dejarían fuera
a un buen número de empresas, dando lugar, además, a prácticas conducentes a eludir su apli-
cación por parte de las EMN inicialmente incluidas, a las que les bastaría, a tales efectos, con
la modificación de su estructura empresarial. Hay que tener que tener en cuenta a tales efectos
que, como se ha señalado, uno de los ejes sobre los que gira la globalización de las relaciones
de producción es la deslocalización transnacional de la actividad, cuyo efecto más directo es la
reducción de personal propio por parte de las EMN.

4. LA CONTRIBUCIÓN DEL DIÁLOGO SOCIAL TRANSNACIONAL AL DESARROLLO SOS-
TENIBLE: LOS AMI Y LA PROTECCIÓN DEL TRABAJO DECENTE Y EL MEDIOAMBIENTE
EN LAS CADENAS GLOBALES DE SUMINISTRO

4.1. Los AMI como instrumentos de gobernanza global de las relaciones de producción

Sin perjuicio de la indiscutible trascendencia del proceso normativo descrito, es preciso tener
en cuenta el importante papel que, en buena lógica, ha de desempeñar el diálogo social trans-
nacional en la tutela del trabajo decente y la protección medioambiental en las CGS. En este
sentido, la existencia de instrumentos consolidados de gobernanza de las relaciones laborales
a nivel global, como es el caso de los AMI34, representa un valioso activo a tales efectos, en la
medida en que ofrece un cauce adecuado para propiciar la implicación de EMN y Federaciones
Sindicales Internacionales (FSI) en la implementación de las medidas adoptadas en la materia
por instancias normativas estatales o internacionales.

Desde esta perspectiva, como manifestación más genuina del diálogo social a nivel interna-
cional (y fruto de la incipiente conformación de una autonomía colectiva transnacional que, sin
duda, está llamada a desempeñar un papel medular en este ámbito35), los AMI suponen un salto
cualitativo de indudable trascendencia desde las experiencias iniciales de RSE que se venían
plasmando en instrumentos como los códigos de conducta36, cuya eficacia resultada inexora-
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33 Aunque se ha dejado abierta la posibilidad de revisar su contenido y extender el ámbito aplicativo de la misma
a otros sectores que sean considerados de riesgo y a otros tratados y convenios internacionales no incluidos (art.
29 PDDD).
34 Sobre el significado y alcance de estas experiencias negociales, vid. las valoraciones contenidas en CORREA
CARRASCO, M., Acuerdos Marco Internacionales: de la Responsabilidad Social Empresarial a la Autonomía Co-
lectiva Transnacional, Tirant lo Blanch, Valencia, 2016.
35 GUARRIELLO, F., «I diritti di contrattazione collettiva in un’economia globalizzata», Giornale di Diritto del Lavoro
e di Relazioni Industriali, n.º 3(34), 2012, pp. 341-359.
36 Un análisis de los mismos desde la óptica iuslaboralista, vid. SÁNCHEZ-URÁN AZAÑA, Y., «Responsabilidad
social de las empresas y Códigos de Conducta empresariales: aproximación desde el Derecho del Trabajo», Re-
vista Española de Derecho del Trabajo, n.º 148, 2010, pp. 819-844.
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blemente lastrada por su carácter unilateral y voluntario. A ello contribuía también la pobreza
de sus contenidos (normalmente, limitados a declaraciones retóricas de alcance difuso) y la du-
dosa credibilidad de los mecanismos de verificación y control aplicativo (consistentes den audi-
torías sociales de carácter privado), lo que ponía en entredicho su idoneidad para contribuir a
una aplicación efectiva de los estándares universales de protección de los derechos humanos
en el mundo del trabajo. 

Como resultado de auténticos procesos de negociación colectiva, los AMI representan, por
tanto, una transmutación de estas prácticas iniciales implantadas por las EMN, dada su natura-
leza bilateral y el carácter obligatorio y vinculante de los compromisos asumidos por las partes,
reforzado por la implantación de mecanismos de control aplicativo en los que participan repre-
sentaciones sindicales de diferente nivel (estructuradas en redes sindicales). 

Por otra parte, sus contenidos, dirigidos a la tutela de los derechos fundamentales del trabajo
y, más recientemente, de forma más incisiva a la protección del medioambiente37, se inscriben
en la misma línea que las acciones normativas comentadas y reflejan el inequívoco propósito
de paliar los efectos adversos del modelo de producción globalizado, especialmente, del entra-
mado construido en torno a las CGS. En este sentido, cabe destacar que el paulatino enrique-
cimiento de contenidos que han venido experimentando últimamente los AMI38 incide,
especialmente, en la regulación del trabajo desarrollado en estas fórmulas organizativas, al ser
donde se focaliza buena parte de la problemática analizada. Se suple así una de las principales
carencias de las que adolecían los primeros AMI, siendo cada vez más habitual la incorporación
de nuevas materias a sus contenidos y el mayor grado de desarrollo de sus regulaciones (aban-
donando definitivamente el esquematismo que inicialmente los caracterizaba)39, en paralelo a
una generalización progresiva de su extensión a toda la cadena de suministro de la respectiva
EMN.

Entre las razones de esta evolución en el contenido de los AMI, se encuentra, sin duda, el
impulso creciente, ya apuntado, de las iniciativas internacionales adoptadas en materia de des-
arrollo sostenible. Desde esta perspectiva, los AMI se erigen en instrumentos especialmente
idóneos para integrar las dimensiones social y medioambiental en el desarrollo económico,
constituyendo un marco propicio para canalizar u concretar soluciones consensuadas al res-
pecto entre los agentes sociales y económicos. A ello hay que añadir la progresiva toma de
consciencia por parte del sindicalismo internacional sobre la necesidad de incidir en las deci-
siones que se adoptan en esta dimensión, ya que tanto las esferas del trabajo decente como la
relativa a la protección medioambiental son materias que condicionan de manera relevante las
decisiones estratégicas de las EMN a la hora de organizar su actividad productiva.

Especialmente destacable, por otra parte, es la contribución de los AMI al fortalecimiento de
las estructuras sindicales a nivel transnacional, articulando un cauce de interlocución perma-
nente con las EMN que (además de contribuir a «globalizar la solidaridad»40) favorece las rela-
ciones entre sindicatos centrales y periféricos (redes sindicales), algo esencial para el desarrollo
de medidas de control aplicativo en escenarios tan complejos como los constituidos por las
CGS. 
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37 Un análisis al respecto, en LÓPEZ RODRÍGUEZ, J., «El papel de los Acuerdos Marco Internacionales en la pre-
vención del medioambiente: evaluación y perspectivas de futuro», en Health at Work, Ageing and Environment
Effects on Future Social Security and Labor Law Systems, Cambridge Scholars Publishing, 2018, pp. 342-371.
38 En este sentido, cabe destacar el reflejo en los mismos del tratamiento de problemáticas actuales, como la vin-
culadas a la digitalización; sobre el tema, FERNÁNDEZ DOMÍNGUEZ, J. J. y GÓMEZ GARCÍA, F. X. (2021), Nue-
vas tecnologías en los Acuerdos Marco Globales, Cizur Menor: Aranzadi.
39 Un ejemplo ilustrativo al respecto viene dado por el reciente AMI de ENGIE (2022), que contempla la regulación
de un variado elenco de materias y cuyo desarrollo alcanza una extensión total de 36 páginas.
40 RAYDER, G. «La CSI ante los retos del sindicalismo internacional», en El sindicalismo internacional y la globa-
lización de los derechos sociales, Gaceta Sindical, n.º 8, 2007, p. 28.
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En este sentido, la participación de estas estructuras de representación sindical de dimensión
multinivel (local, central, transnacional) en el diseño en implementación de las medidas de mo-
nitorización y supervisión del trabajo desarrollado en las CGS dotan de una mayor efectividad
a los mecanismos de control aplicativo contemplados en los AMI, garantizando el cumplimiento
de los compromisos asumidos en sus respectivos contenidos41. Un ejemplo paradigmático al
respecto es el llamado «Comité Sindical Global» contemplado en el AMI de Inditex (2019)42,
siendo también destacables los AMI de ENGIE (2022)43, Siemens-Gamesa (2019)44, Umicore
(2019)45, así como los del Grupo Tendam (2022), Mango (2018) y El Corte Inglés (2021), nego-
ciados con los sindicatos españoles CCOO y UGT. 

En todos ellos se constata, además, una tendencia favorable a la publicación actualizada
de datos referidos a la composición y estructura de la CGS, aspecto fundamental en la efectivi-
dad de las medidas de control aplicativo, dada la opacidad y falta de transparencia que carac-
terizan a las CGS, siendo relevante  que las obligaciones establecidas al respecto se extiendan
a toda la cadena46, y no sólo al primer nivel de subcontratación47, condición necesaria para dotar
de eficacia a la diligencia debida48. Hay que tener en cuenta que sólo partiendo de tales presu-
puestos sería posible aplicar las sanciones previstas (que, en última instancia, suelen contem-
plar la ruptura de los vínculos comerciales) en caso de que se verifiquen incumplimientos por
parte de los integrantes de las CGS.
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41 Para un análisis más detallado al respecto, vid. CORREA CARRASCO, M., «La negociación colectiva transna-
cional como instrumento de gobernanza mundial del trabajo del futuro», Revista de Trabajo y Seguridad Social.
CEF, n.º 437-438, 2019.
42 Disponible en:
https://www.industriall-union.org/sites/default/files/uploads/documents/2019/SWITZERLAND/INDITEX/espanol_-
_industriall_inditex_acuerdo_marco_global.pdf
43 Disponible en: https://www.engie.com/sites/default/files/assets/documents/2022-06/EN---ACI-ENGIE-vdef-
122021.pdf
44 Disponible en:
https://www.siemensgamesa.com/en-int/-
/media/siemensgamesa/downloads/en/sustainability/global_framework_agreement.pdf. 
45 Disponible en:
https://www.industriall-union.org/sites/default/files/uploads/documents/GFAs/Umicore/gfa_-_industriall-umicore_-
_2019_renewal.pdf
46 Compromiso asumido en el Acuerdo de Mango (2018), disponible en: 
https://industria.ccoo.es/5236f091844bb8732cd23710272a65bb000060.pdf, donde se establece la obligación de
actualizar periódicamente (cada año) la lista de las empresas que integran la CGS (v. p. Segundo), además de
contemplar visitas a los centros y favorecer la formación de los integrantes de los sindicatos locales, así como la
creación de instrumentos conjuntos de mediación y arbitraje. Según los últimos datos publicados por la empresa,
su cadena de suministro está integrada por 400 empresas, 1.138 fábricas, repartidas en 17 países, y 540.000
empleados. Por su parte, en el caso de Inditex, según los datos aportados por la empresa, su cadena de suministro
está compuesta por 1.790 proveedores que desarrollan su actividad en 8.756 fábricas ubicadas en 44 países,
empleando a más de 3 millones de trabajadores (Gestión Sostenible. Informe anual, 2021, disponible en:
https://static.inditex.com/annual_report_2021/es/documentos/gestion-sostenible.pdf).
47 Como es el caso del AMI de H&M (2015), donde el compromiso de influir sobre los integrantes de la cadena
solo alcanza a sus «proveedores directos», es decir, al primer nivel de la misma.
48 En este sentido, Cdo. 44 RPPD, aunque, no obstante, se reconoce que «no todas las empresas disponen de
los mismos recursos o capacidades para identificar a todas sus proveedores y subcontratistas», por lo que sería
conveniente «supeditar dicha obligación a los principios de razonabilidad y proporcionalidad, que, en ningún caso
deben interpretarse por las empresas como un pretexto para incumplir su obligación de hacer cuanto esté en su
mano para proceder a tal identificación» (ibid.).
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4.2. La implementación de las obligaciones de Diligencia Debida mediante los AMI:
perspectivas de futuro

Dada la relevancia y grado de consolidación de los AMI como instrumentos de gobernanza
de las relaciones de producción en el ámbito de las CGS, cabría plantearse su papel en la im-
plementación de las obligaciones de diligencia debida establecidas en la PDDD y en las legis-
laciones estatales actualmente vigentes. Como revela la existencia de cláusulas al respecto en
los AMI más recientes, donde se asumen, no sólo las recomendaciones contenidas en los ins-
trumentos internaciones adoptados, anteriormente citados, sino, incluso, las obligaciones esta-
blecidas en alguna legislación estatal, incluyendo el compromiso de su aplicación a nivel mundial
(es el caso del AMI de ENGIE de 2022, en relación con la legislación francesa), el estableci-
miento de relaciones de colaboración internormativa entre fuentes heterónomas y autónomas
dirigidas al cumplimiento de los objetivos fijados en esta materia parece, no sólo conveniente,
si no necesario para dotar de plena efectividad a los mismos.

Entre las razones que avalan la especial idoneidad de los AMI como cauces para coadyuvar
en el cumplimiento de las medidas contempladas en las normas sobre diligencia debida se en-
cuentra, en primer lugar, su propia naturaleza como instrumento convencional, con una inequí-
voca vocación de establecer compromisos vinculantes entre las partes, aspecto que se incardina
en la actual línea de tendencia favorable a dejar atrás, por ineficaces, los instrumentos de ca-
rácter unilateral y voluntario (soft law) habitualmente utilizados en la tutela del trabajo decente
y el medioambiente. A ello contribuye, por otra parte, su dimensión eminentemente transnacio-
nal, en la medida en que se trata de instrumentos que han sido negociados por los sujetos que
protagonizan el diálogo social en dicho ámbito (EMN y FSI), lo que, sin duda, favorece la nece-
saria implicación de los mismos en el cumplimiento de los objetivos pretendidos en la materia
y, a la postre, repercute positivamente en la credibilidad de los compromisos asumidos. Hay
que subrayar, además, que han sido concebidos, precisamente, para su aplicación a escala
global, con especial incidencia en las CGS (como se constata en los últimos AMI negociados),
ámbito sobre el cual se focalizan las medidas de diligencia debida diseñadas en las respectivas
legislaciones nacionales y en la propia PDDD.

Otra de las ventajas asociadas a la intervención de los AMI en esta materia viene dada por
el hecho de que permite una aplicación inmediata de las obligaciones contenidas en la PDDD,
a lo que, sin duda, contribuye el carácter marcadamente eurocéntrico de los mismos, ya que la
mayoría de las EMN que los han suscrito son europeas. Ello propiciaría un adelanto de su
puesta en marcha, habida cuenta de que no parece previsible que estén vigentes antes de los
años 2025-2027, en función del tipo de empresa de que se trate, a tenor de lo estipulado en
materia de transposición (art. 30 PDDD). 

Por otra parte, nada impediría que, valorando las específicas circunstancias concurrentes
en las respectivas CGS, los sujetos negociadores de los AMI procedieran a extender su ámbito
aplicativo a otras empresas que, por su dimensión o por el sector al que pertenezcan, hayan
sido excluidas en la actual redacción de la PDDD. Finalmente, no es desdeñable tampoco el
papel que pueden desempeñar los AMI a la hora de desarrollar y complementar las medidas
establecidas en la PDDD o, incluso, en la integración de lagunas y correcciones que puedan
detectarse en la misma, como es el caso, por ejemplo, de la determinación de los estándares
universales de referencia, aspecto en el que los AMI suelen destacar, al contemplar elencos
más exhaustivos que el inicialmente contenido en el anexo de la PDDD.

4.3. Aspectos vinculados a las obligaciones de Diligencia Debida susceptibles de re-
gulación por los AMI

Atendiendo a los distintos aspectos vinculados a las obligaciones de diligencia debida con-
templados en el contenido de la PDDD, sería posible plantear algunas consideraciones en torno
al papel que, eventualmente, podrían desempeñar los AMI a la hora de complementar o des-
arrollar los mismos.
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Una de las cuestiones susceptibles de tratamiento por parte de los AMI que podrían desta-
carse sería, por ejemplo, la definición de lo que ha de entenderse por «política empresarial de
diligencia debida» (art. 5 PDDD), labor que exigiría una determinación exhaustiva del alcance
y contenido de las medidas específicas a adoptar que, como hemos apuntado, consisten en
una serie de «obligaciones de medios». Lo mismo cabe decir respecto de la necesaria identifi-
cación de los destinatarios finales de las mismas, es decir, los integrantes de las respectivas
CGS, especificando los procedimientos de recopilación y publicación de datos relativos a las
empresas que las conforman, la ubicación detallada de los centros de trabajo e información del
número de trabajadores empleados en cada caso, así como los plazos establecidos para pro-
ceder a la actualización periódica de los mismos. Se trata, sin duda, de uno de los aspectos de
mayor relevancia, dado que ha sido precisamente la falta de transparencia y opacidad que ca-
racterizan el funcionamiento de las cadenas de suministro, lo que ha venido dificultando la efec-
tividad de las medidas de tutela y control aplicativo contempladas en los propios AMI, al constituir
el presupuesto para la ejecución de las mismas. Sorprende por ello la cuestionable omisión de
la PDDD al respecto, a diferencia de la explícita previsión contenida en la RPDD (art. 4.4.II) en
coherencia, por otra parte, con las estipulaciones en esta materia que, como se ha señalado,
ya venían contemplando algunos de los AMI más avanzados.

No menos relevante es la eventual contribución de los AMI en el establecimiento y desarrollo
de deberes de información y consulta dirigidas, igualmente, a propiciar la efectividad de las me-
didas de control aplicativo en el conjunto de las CGS y el cumplimiento de las obligaciones de
supervisión y evaluación contempladas (art. 10 PDDD). En este sentido, recogiendo la práctica
que se va consolidando en el contenido de los AMI más recientes (siguiendo la estela del AMI
de Inditex, como se ha señalado), la participación de los trabajadores debe canalizarse a través
de la interacción de estructuras sindicales de diverso nivel (articuladas en redes sindicales49),
con especial protagonismo de los sindicatos locales implantados en los respectivos centros de
trabajo.

De este modo, la intervención de los AMI vendría a corregir una de las más relevantes ca-
rencias de la PDDD que, alejándose del modelo descrito, no reconoce este papel a los sindicatos
y parece apostar por conferir el protagonismo a las auditorias sociales o sistemas de certificación
a cargo de terceros (lo que nos remite, por tanto, a las prácticas vinculadas a los instrumentos
de RSE, como los códigos de conducta, que han de entenderse superadas por su escasa efec-
tividad en la práctica50) que, en buena lógica, deberían desempeñar un papel complementario,
pero no alternativo a los mecanismos de control sindical51.

La intervención de los AMI también sería recomendable a la hora de desarrollar el procedi-
miento de reclamación interno que, de forma obligatoria, han de establecerse en el seno de la
empresa para afrontar los eventuales «impactos adversos» que se aprecien en el conjunto de
la cadena de valor (art. 9 PDDD). Ciertamente, el papel conferido a los sindicatos en el texto
normativo se reduce al reconocimiento de su legitimación en dicho procedimiento en tanto que
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49 A tales efectos, la RPDD contemplaba la posibilidad de «dotar a los sindicatos de los medios necesarios» (Cdo.
57), previsión que, sin embargo, no aparece en el texto de la PDDD.
50 MOLINA NAVARRETE, C. «La “condicionalidad social” del “libre comercio”: ¿imperativo para un modelo con-
fiable de economía global inclusiva?, en (QUINTERO LIMA, Dir.), La globalización económica y el futuro del tra-
bajo: algunas reflexiones (I y II Seminarios sobre la protección internacional de los derechos laborales),
Universidad Carlos III de Madrid, Getafe, 2018, pp. 7-24.
51 En cualquier caso, incidiendo en este carácter complementario de los sistemas de certificación (y poniendo de
relieve un indisimulado cuestionamiento de su fiabilidad), se ha señalado que su utilización deber estar supeditada
a la constatación de que «sean adecuados en cuanto a su alcance y reúnan los niveles adecuados de transpa-
rencia, imparcialidad, accesibilidad y fiabilidad», sin que, en ningún caso, pueda «constituir un motivo que justifique
una exención de las obligaciones establecidas en esta Directiva o afectar en modo alguno a la posible responsa-
bilidad de una empresa» (Cdo. 34 RPDD).
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«partes interesadas», lo que no es óbice para que, retomando la regulación contenida en la
RPDD, los AMI puedan contemplar mecanismos como el sistema de alerta temprana, la media-
ción, la concienciación en torno a los riesgos y la obligación de la empresa de responder de
manera efectiva (art. 9.1 RPDD), confiriendo a los sindicatos un mayor protagonismo en el di-
seño y aplicación de los mismos.

Finalmente, el AMI sería un instrumento especialmente idóneo para llevar a cabo la concre-
ción de las «garantías contractuales» exigibles a los integrantes de la cadena de suministro
como aval del cumplimiento de los compromisos asumidos (art. 8.3 y 5 PDDD), así como la re-
gulación del iter procedimental previsto ante eventuales incumplimientos, con determinación de
los supuestos en los que, en última instancia, procede la ruptura o suspensión de relaciones
comerciales con la empresa incumplidora, solución concebida como ultima ratio (Cdo. 32
PDDD).

5. CONCLUSIONES

La problemática planteada por la necesidad de tutelar del trabajo decente en el ámbito de
las CGS constituye, sin duda, un elemento central en el debate abierto sobre la conformación
de un Derecho del Trabajo Transnacional52 que, en esencia, implica afrontar desde una visión
renovada (que afecta a fuentes, instituciones y contenidos) la dimensión desde la que ha de
llevarse a cabo la ordenación de las relaciones de producción53. En el contexto de una economía
globalizada, las dinámicas de interdependencia que se generan entre los Estados hacen que
las tradicionales instituciones jurídico-laborales devengan inoperantes. Consecuentemente, la
confrontación de intereses entre capital y trabajo ha de dirimirse en el escenario global, lo que
requerirá un redimensionamiento de las estructuras ideadas para la tutela (y autotutela) del tra-
bajo asalariado.

Desde esta perspectiva, la erradicación del trabajo no decente en el mundo ha de pasar, ne-
cesariamente, por garantizar el respeto de los derechos humanos laborales y la regulación de
las relaciones de producción en el seno de las CGS, ya que, dada su dimensión cuantitativa,
acaba proyectando sus efectos sobre la calidad del empleo global, provocando una competencia
a la baja en los niveles de protección jurídica existentes en los países desarrollados que, irre-
misiblemente, aboca al incremento de la precariedad laboral y la desigualdad social.

Siendo conscientes de que la transnacionalidad se configura como un presupuesto insosla-
yable, se aprecia la existencia de una confluencia entre las iniciativas adoptadas al respeto,
provengan desde instancias internacionales y estatales, o sean fruto de dinámicas negociales
vinculadas a la progresiva conformación de cauces institucionalizados de diálogo social de es-
cala global. En efecto, desde ambas perspectivas, se percibe la convicción, tanto del papel cen-
tral que deben asumir las EMN54, en la medida en que son las verdaderas potencias económicas
del escenario mundial, como de la necesidad de dotar de obligatoriedad a las medidas de tutela
que se arbitren, garantizando, en cualquier caso, su aplicación a todos los eslabones de la CGS
con independencia del país donde estos se ubiquen.

DLEl trabajo decente en el ámbito de las cadenas...30

Doc. Labor., núm. 128-Año 2023-Vol. I. ISSN: 0211-8556. El trabajo decente en el ámbito..., págs. 15 a 33

52 Un análisis desde esta perspectiva, en SANGUINETI RAYMOND, W., «Las cadenas mundiales de producción
y la construcción de un Derecho del Trabajo sin fronteras», en El futuro del trabajo: cien años de OIT. XXIX Con-
greso anual de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, MTMSS/AEDTSS, Ma-
drid, 2019, pp. 23-77.
53 LYON-CAEN, G., «Permanence et renouvellement de droit du travail dans une économie globalisée», Droit Ou-
vrier, n.º 667, pp. 49-56.
54 En este sentido, se ha reconocido su relevante papel en la implementación de los ODS (Res. AG NNUU
A/RES/70/1, por la que se establece la Agenda 2030).
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El establecimiento de obligaciones de diligencia debida a las EMN aplicables a las CGS
constituye, en este sentido, la culminación de un arduo proceso, todavía en ciernes, que está
dirigido al cumplimiento de tales propósitos y, por tanto, se erige en el principal eje sobre el que
tiene que bascular las medidas dirigidas a garantizar protección del trabajo decente y el me-
dioambiente en el ámbito de las CGS.

En el diseño e implementación de tales medidas, debe propiciarse la coexistencia de las
dos vías de actuación indicadas, que, necesariamente, han de concebirse como complementa-
rias y no excluyentes, lo que ha de concretarse en una articulación de relaciones de colaboración
internormativa entre instancias heterónomas (internacionales o estatales) y autónomas (fruto
del diálogo social transnacional), con el objeto de efectuar un reparto equilibrado de las funcio-
nes reguladoras que, en cada caso, han de corresponder a cada una de ellas en el logro de los
fines pretendidos. De este modo, partiendo de que el establecimiento del marco normativo ar-
monizado corresponde a la UE mediante la aprobación definitiva de la PDDD, que debe ser ob-
jeto de transposición por los distintos Estados, mediante los AMI, que ofrecen un valioso cauce
institucionalizado de diálogo social transnacional, puede completarse ese proceso normativo,
propiciando el desarrollo y adaptación de las medidas adoptadas a las peculiaridades produc-
tivas y organizativas presentes en cada EMN (o, incluso, a nivel sectorial, como sería deseable
en última instancia55), garantizando su efectivo cumplimiento mediante mecanismos de control
aplicativo de naturaleza sindical. De este modo se contaría con la participación de los principales
actores de economía global en el diseño, gestión y control aplicativo de las medidas arbitradas
para garantizar el trabajo decente y la protección medioambiental en el seno de las CGS, siendo
los AMI, por su naturaleza transnacional, un instrumento especialmente idóneo a tales efectos,
como acredita el contenido de los que se han negociado recientemente.

En definitiva, como manifestación del diálogo social transnacional, los AMI tienen vocación
de desempeñar un papel medular a la hora de conciliar los peculiares intereses económicos y
sociales presentes en los respectivos ámbitos aplicativos, propiciando la recepción y ajuste de
las obligaciones de diligencia debida y, en última instancia, garantizando el cumplimiento de
sus objetivos. De este modo, apostando decididamente por el diálogo social, se propicia la su-
peración definitiva del tradicional enfoque unidimensional que ha venido lastrando la efectividad
práctica de este tipo de iniciativas.

Resulta sorprendente, sin embargo, que, a diferencia de la RPDD, la PDDD haya decidido
obviar las potencialidades del diálogo social transnacional en esta materia56, desdeñando una
práctica que se va consolidando progresivamente, como hemos señalado. Ello puede deberse,
quizá, al hecho de que persiste, a pesar de todo, una cierta resistencia a cuestionar la tradicional
preeminencia de las libertades económicas como principal parámetro de referencia de la acción
normativa de la UE, aunque ello suponga limitar el alcance de una regulación tan sensible como
es la relativa a la preservación del trabajo decente y el medioambiente. Por tanto, sería deseable
que en el curso de su tramitación se aprovechara la oportunidad de corregir las carencias de
las que adolece la actual propuesta, evitando que su contenido pueda acabar lastrando el cum-
plimiento de los fines que la inspiran.
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55 Así lo confirma la RPDD, donde se subraya la relevancia de la «coordinación de los esfuerzos de las empresas
en el terreno de la diligencia debida y las acciones de colaboración voluntaria a nivel sectorial o intersectorial»,
en tanto que «podría mejorar la coherencia y la eficacia de sus estrategias en este ámbito» (Cdo. 46), de ahí que
se inste a los Estados a adoptar planes con este propósito.
56 A título ilustrativo, hay que consignar la eliminación en la PDDD de la previsión contemplada en la RPDD por la
que se establecía la obligación de los Estados de garantizar «el derecho de los sindicatos, al nivel adecuado, in-
cluido el sectorial, nacional, europeo y mundial, y de los representantes de los trabajadores, a participar en la for-
mulación y a ejecución de la estrategia de diligencia debida de buena fe y con su compromiso» (art. 5.1), llegando
a desaparecer, incluso, el derecho de información de los mismos relativo a la estrategia empresarial de diligencia
debida (art. 6.2).
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